	Fecha
	20 de enero de 1964
	Sesión número
	3

	Motivo: Amparo

	Recurrente: BIENVENIDO GONZÁLEZ GRANADOS

	Recurrido: MINISTRO DE TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que una cuadrilla del Ministerio de Transportes, inició la construcción de una callejuela en su predio, rebajando el nivel del potrero en la línea que linda con el Río Tibás, con el propósito de sacar lastre y piedra, perturbándole en el ejercicio del derecho de propiedad sobre la franja ocupada para la calle, y su derecho de acceso al río para aguar su ganado.  Alega violación del artículo 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que el recurrente convino verbalmente con los representantes del Ministerio en permitir que se hicieran los trabajos necesarios para la explotación del lastre y piedra del río, pues consideraron que la realización del camino les beneficiaba el predio en alto grado.  

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. No ha habido por parte del Ministerio de Transportes una actitud que implique actuación arbitraria o el desconocimiento del derecho de propiedad del recurrente. Puede haber ocurrido una falta de entendimiento entre las partes en relación con un acuerdo verbal que se hizo entre ellas, todo lo cual puede dar lugar, como lo establece el artículo 21 de la ley de Amparo, a las responsabilidades que ahí se refieren de orden civil o penal en que hayan podido incurrir las personas, funcionario o empleado ejecutor de las mismas, por lo que el ofendido le queda el derecho de ejecutar las acciones que estime convenientes.  


N° 3
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veinte de enero de mil novecientos sesenta y cuatro, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Ramírez, Calzada, Ávila, Jacobo, Jiménez, Soto, Trejos, Sanabria, Jugo, Porter y Coto.
Artículo VII
Se conoció del recurso de Amparo establecido por Bienvenido González Granados contra el señor Ministro de Transportes en el cual el recurrente manifiesta: “1.- Soy propietario de la finca número 33510 inscrita en el Registro Público, Partido de Heredia, tomo 1686, folio 22, asiento 3, que es terreno de cafetal y potrero sito en Santo Tomás, distrito quinto, cantón tercero de la Provincia de Heredia, Linda, norte, calle de entrada en medio, Enriqueta González y sin calle en medio, Benigna Chacón, sur Río Tibás en medio, herederos de José Quirós, este Río Tibás en medio Benjamín Rojas y oeste calle privada en medio Emma Villalobos Azofeifa y sin calle en medio El Estado, con una superficie de tres hectáreas, dos mil cuatrocientos cuarenta metros cuadrados. 2.- En el curso de esta semana una cuadrilla de trabajadores del Ministerio de Transportes, ayudados de un tractor de ese Ministerio iniciaron la construcción de una callejuela en mi predio, rebajando el nivel del potrero en la línea que linda con el Río Tibás, con el propósito de sacar lastre y piedra, perturbándome en el ejercicio del derecho de propiedad sobre la franja ocupada para la calle, y mi derecho de acceso al río para aguar mi ganado.  Siendo así que dichos actos, ejecutados por el Ministerio de Transportes son violatorios del derecho de propiedad que garantiza el artículo 45 de la Constitución Política y con fundamento en la Ley N° 1161 del dos de junio de 1950, pido a su autoridad, y previo el trámite de ley se sirva en resolución definitiva decretar, 1.- Con lugar el recurso de amparo que solicito y se prevenga al Ministro de Transportes suspender la labor que realiza en mi propiedad, 2.- Se ordene al Ministro de Transportes reintegrar las cosas al estado que tenían antes del inicio de labores violatorias de mi derecho de propiedad, 3.- Se ordene al indicado funcionario público el pago de los daños y perjuicios ocasionados con su acto y las costas de este juicio. – Pido  se sirva citar al Estado representado por el Procurador General de la República a efecto de que le perjudique la sentencia que se dicte en juicio en punto a los daños y perjuicios ocasionados con el acto o actos ejecutados por el Ministro de Transportes violatorio del derecho de propiedad. Siendo así que los actos violatorios de mi derecho pudieren ocasionar grave e irreparable perjuicio a mis derechos patrimoniales pido ordenar la inmediata suspensión de la obra o acto contra el que se reclama.- Sírvase solicitar informe al Ministro de Transportes sobre los actos que se ejecutan en mi propiedad, sobre la margen norte del Río Tibás, a efecto de extraer del indicado río lastre y piedra.  Acompaño certificación del Registro Público que prueba mi derecho de propiedad. Sírvase comisionar a un funcionario judicial para la práctica de una inspección ocular a efecto de comprobar los alcances de los daños y perjuicios ocasionados a mi finca, cercas destrozadas y árboles talados”.

El señor Ministro rindió su informe así: “El señor González Granados, con intervención del mismo profesional en derecho que ahora lo asesora, convino con los representantes del Ministerio en permitir que se hicieran los trabajos necesarios para la explotación del lastre y piedra del río, pues consideraron que la realización del camino les beneficiaba el predio en alto grado.  Con esa autorización, aunque dada en forma verbal y sin legalizarse por considerar que el recurrente es persona honorable y que respeta sus compromisos, el capataz Ricardo Chavez inició las labores respectivas.  No hay discusión en cuanto al derecho de propiedad del señor González, ni hay abuso de ninguna clase del Ministerio, pues fue con consentimiento de él y su asesor que se iniciaron los trabajos ahora acusados de violatorios del dominio sobre inmuebles.  Las condiciones en que se convino con el recurrente se fijaron en forma voluntaria por ambas partes y se llegó a dejar establecido que una de ellas era dejar para uso particular del Sr. González el camino que necesariamente se está construyendo, cuando terminara la explotación. En cuanto a la aguada del ganado del gestionante, cabalmente está beneficiándose con los trabajos realizados, pues al rebajarse el gradiente normal del predio con el camino autorizado, los semovientes tienen mayor facilidad para el acceso al río.  Para demostrar lo cierto de nuestra tesis y la práctica de siempre que ha sido obtener el permiso correspondiente aunque el beneficio del propietario de un fundo sea evidente, solicito la única prueba posible que es la declaración del capataz don Ricardo Chavez y la confesión de don Bienvenido, a quienes se hará la única pregunta: digan cómo es cierto que por autorización del recurrente se iniciaron las obras el camino, en lo cual estuvo también acorde el abogado don Fernando Peña, asesor del reclamante.  Estoy de acuerdo en la Inspección ocular pedida, en la cual deberá también constatarse el beneficio que los trabajos reportan para la finca del señor González.  Adicionalmente aportaré los datos técnicos necesarios, si fueran requeridos por esa Honorable Corte, pues el permiso o término dado, notificado las 14 hs. 18 minutos de ayer, sólo permite informar en forma suscinta de la situación existente.”

Este Tribunal en sesión de veinticinco de noviembre último ordenó recibir, por medio del Juez Primero Penal, las pruebas ofrecidas por las partes, con el resultado que indican los autos.


Previa discusión se acordó: De lo instruido en autos a solicitud de las partes, se saca en conclusión que no ha habido por parte de los personeros del Ministerio de Transportes una actitud que implique el desconocimiento del derecho de propiedad del recurrente, señor Bienvenido González Granados, de manera que pueda estimarse lesionada la garantía que establece el artículo 45 de la Constitución Política sobre la inviolabilidad de la propiedad. En el caso, lo que se nota pueda haber ocurrido, es una falta de entendimiento entre las partes sobre un convenio para realizar trabajos en la propiedad del actor, en relación con un acuerdo verbal que se hizo entre ellas,  pero de ningún modo se nota que el Ministerio de Transportes por medio de sus funcionarios y obreros hayan actuado en la forma arbitraria que podría dar lugar y fundamento a un recurso de esta naturaleza.  El actor dice que él consintió en la realización de ciertas obras y que los trabajadores se excedieron al efectuarlas, todo lo cual puede dar lugar como lo establece el artículo 21 de la ley de Amparo a las responsabilidades que ahí se refieren de orden civil o penal en que hayan podido incurrir las personas, funcionario o empleado ejecutor de las mismas, por lo que el ofendido le queda el derecho de ejecutar las acciones que estime convenientes.  Por todo ello, el recurso es improcedente y así se declara.
